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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBICO 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BUGA 

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 

 

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL 

 

REFERENCIA: Apelación de sentencia proferida en proceso ordinario 

de GUILLERMO BEJARANO contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA 

DE PENSIONES -COLPENSIONES-RADICACIÓN:76-001-31-05-016-2018-

00259-01 

 

A los siete (07) días del mes de julio del año dos mil veintitrés 

(2023), se conforma la Sala Cuarta de Decisión Laboral, con el 

objeto de resolver por escrito, el recurso de apelación que obra 

frente a la sentencia dictada por el Juzgado 16 Laboral del 

Circuito de Cali, en virtud de Descongestión ordenada frente al 

Tribunal Superior de Distrito Judicial de Cali por el Consejo 

Superior de la Judicatura; en observancia a la Ley 2213 de 2022. 

 
 

SENTENCIA No. 078 
Aprobada en Acta Virtual No. 023 

 
                                   ANTECEDENTES 

 

El señor GUILLERMO BEJARANO, pretendió de la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES; en adelante 

COLPENSIONES; las siguientes declaraciones y condenas: 
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En fundamento a las peticiones indicó el apoderado judicial del 

actor: 
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Admitida la demanda, se dio en traslado a la demandada; 

oportunamente esta, a través de apoderado judicial, presentó 

contestación en la que se opuso a las pretensiones, 

argumentando: 

 

 

 

 

Como excepciones propuso la llamada a juicio las de: 
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Se integró el contradictorio con el señor PEDRO JOSE MUÑOZ 

DIAZ, quien contestó el escrito genitor, en cuanto a los hechos, 

así: 
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En lo que respecta a las pretensiones de la demanda, dijo: 

 

 

Como excepciones propuso: 

 

 

Constituido el Juzgado 16 Laboral del Circuito de Cali, en 

audiencia de juzgamiento, profirió la sentencia No. 180 del 30 de 

septiembre de 2020, en la que resolvió: 
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Inconforme con la decisión, la parte actora la apeló, refiriendo la 

procedencia de la pretensión pensional.  

 

Ejecutoriado el auto que admitió el recurso de apelación, la 

demandada COLPENSIONES, presentó alegatos de conclusión 

ante la segunda instancia, en los siguientes términos: 

 

 



 

7 

 

No presenta el expediente constancia que dé cuenta de 

alegaciones presentadas por la parte actora. 

 

Por estar bien concedido el recurso de alzada, la Sala pasa a 

tomar la decisión que corresponda, no sin antes aludir a las 

siguientes 

 

CONSIDERACIONES 

 

En observancia del recurso de apelación, el Tribunal se detendrá 

en establecer (i) si el demandante cumple con las formalidades 

exigidas en el Acto Legislativo 01 de 2005 para conservar el 

régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 

de 1993; en caso de ser así (ii) determinar si se satisfacen los 

requisitos establecidos en la ley para acceder a la pensión de 

vejez; y (iii) si era procedente ordenar el pago de los intereses 

moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993. 

 

Así las cosas, el régimen de transición presenta como fin moderar 

los efectos que pueden llegar a causar las reformas pensionales, 

respetando derechos adquiridos y expectativas legítimas de 

pensionados y trabajadores. 

 

Dicho régimen, para el caso, no es otro que el referido en el 

Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de esa misma 

anualidad, el cual exige; para el reconocimiento y pago de la 

pensión de vejez; «la edad de cincuenta y cinco (55) años las 

mujeres y sesenta (60) los hombres», adicionado con por lo menos 

«1000 semanas de cotización en cualquier tiempo», y 

excepcionalmente, «un mínimo de 500 semanas de cotización 
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dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de las edades 

mínimas». 

 

 

 

Esta transición ampara a las personas que a la fecha de entrada 

en vigor el Sistema General de Pensiones -artículo 36 de la Ley 

100 de 1993- contaran con 35 años o más, en el caso de las 

mujeres, o 40 años o más en el caso de los hombres, o 15 o más 

años de servicios o cotizaciones. Para estas personas se 

mantenían las condiciones favorables, establecidas en las 

normas anteriores con respecto a la edad para acceder a la 

pensión de vejez, tiempo de servicio o número de semanas 

cotizadas y monto de la pensión.  

 

Ahora, con la aparición del Acto Legislativo 01 de 2005, se 

determinó como límite máximo de duración del régimen de 

transición, el 31 de julio de 2010, salvo para aquellas personas, 

que siendo beneficiarias del mismo, acreditaran un mínimo de 

750 semanas de cotización a la entrada en vigencia del 

mencionado Acto Legislativo, esto es, para el 25 de julio de 2005, 

a los cuales se les mantendría dicho régimen hasta el año 2014. 

 

De la documental aportada, se tiene que el señor BEJARANO, 

nació el 31 de julio de 1947; como se desprende de copia de la 

cédula de ciudadanía y del reporte de semanas cotizadas allegado 

por la demandada; de modo que al 1º de abril de 1994; fecha en 

que entró a regir la Ley 100 de 1993; contaba con más de 40 

años; por tanto, el mismo es beneficiario del régimen de 

transición, contemplado en el artículo 36 de la citada 

normatividad. 
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Ahora, a la promulgación del Acto Legislativo 01 de 2005, esto es, 

al 25 de julio de 2005, el actor contaba con dos opciones para 

adquirir su estatus de pensionado por vejez bajo el régimen de 

transición: (i) acreditar antes del 31 de julio de 2010 los 

requisitos consagrados en el multicitado régimen de transición 

para obtener la pensión de vejez -60 años de edad y 1000 

semanas de cotización o 500 semanas de cotización durante los 

últimos veinte 20 años anteriores al cumplimiento de las edades 

mínimas-; (ii) o haber demostrado un mínimo de 750 semanas de 

cotización a la entrada en vigencia del mencionado Acto 

Legislativo, para que se le mantuviera dicho régimen hasta el año 

2014.  

 

Así las cosas, esta Corporación analizó los estadios antes 

descritos frente al promotor de la acción, encontrando en el 

primero de estos, que para el 31 de julio de 2010 -fecha límite de 

duración del régimen de transición-, el actor cumplía con el 

requisito mínimo de la edad -60 años-, pues, como se referenció 

líneas atrás, este nació el 31 de julio de 1947, queriendo decir 

ello que para el año 2010 aquel tenía 63 años años, razón por la 

cual podría ser favorecido por el régimen en este caso; y frente al 

numero de semanas cotizadas, de acuerdo con la historia laboral 

aportada y las consignadas en los actos administrativos que 

expidió COLPENSIONES, el demandante registra 995 semanas 

en toda su vida laboral, por lo que no podría hacerse acreedor al 

derecho perseguido, pues se evidencia de la revisión de las 

historias laborales que reposan en la carpeta del expediente 

administrativo del expediente digital, que el actor solo realizó 

cotizaciones hasta el año 2004 y que durante los últimos 20 años 

anteriores al cumplimiento de la edad -60 años- esto es, entre el 

31 de julio de 1987 y 31 de julio de 2007, alcanzó un total de 
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2.600 días que equivalen a 371,42 semanas cotizadas, por lo que 

tampoco alcanza el mínimo de 500 semanas de cotización en los 

últimos 20 años anteriores al cumplimiento de la edad. 

 

Ahora, frente al segundo escenario, esto es, para que el régimen 

de transición se prolongara a favor del actor hasta el año 2014, 

el mismo debía demostrar cotizaciones iguales o superiores a 750 

a la entrada en vigor del Acto Legislativo 01 de 2005, es decir, 

contar con mínimo 750 semanas cotizadas a 25 de julio de 2005. 

 

En relación con este requisito, observa la Sala que la documental 

allegada da cuenta de que, a dicho momento, los actos 

administrativos emanados de COLPENSIONES reportan a 27 de 

septiembre de 2004, un total de 955 semanas, por lo que la 

transición pensional del actor iría hasta el 31 de diciembre de 

2014, plazo máximo para que el señor BEJARANO alcanzare los 

60 años y las 1000 semanas cotizadas en cualquier tiempo. 

 

Sobre el particular está claro, que de las historias laborales 

allegadas, dicho mínimo de cotizaciones no se registra; no 

obstante, a folio 6 del plenario digital, milita escrito rubricado por 

PEDRO JOSE MUÑOZ DIAZ, quien en calidad de empleador del 

actor afirma ante la demandada que no realizó afiliación al 

subsistema de pensiones, frente a su trabajador GUILLERMO 

BEJARANO, quien prestó servicios a su favor por el periodo 11 

de enero de 2000 a 10 de marzo de 2000. 

 

Señala la misiva en comento: 
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El anterior documento, se acompaña al plenario con declaración 

extra juicio en los siguientes términos, suscrita ante Notario 

Público: 
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En respuesta emitida por la demandada al empleador del hoy 

demandante, con fecha 24 de agosto de 2017, COLPENSIONES 

refiere sobre la imposibilidad de generar el solicitado cálculo 

actuarial en atención que la empresa empleadora se encuentra 

disuelta y liquidada: 

 

 

 

De lo anterior se evidencia con claridad que por el periodo 11 de 

enero a 10 de marzo de 2000, el demandante, pese a hallarse 

vinculado laboralmente, no fue afiliado a la seguridad social en 

pensiones por su otrora empleador PEDRO JOSÉ MUÑOZ DIAZ 

como persona natural, lo que en su contra representa una 

omisión de 3 ciclos, que alcanzan 12.87 semanas cotizadas, 

mismas que sumadas a las 955 que reconoce COLPENSIONES 

en los documentos atrás analizados, alcanzarían las 1000 

semanas en cualquier tiempo que necesitaría el demandante para 

pensionarse por vejez en los términos del Acuerdo 049 de 1990, 



 

13 

aprobado por el Decreto 758 del mismo año, en virtud al régimen 

de transición. 

 

Lo anterior sería así, si no fuera porque pese al requerimiento 

hecho por el otrora empleador incumplido, COLPENSIONES, ante 

la omisión de afiliación que el citado empleador -persona natural- 

admite, no pudo realizar el cálculo actuarial solicitado en razón 

a que el establecimiento de comercio que el empleador tenía y en 

el que laboraba el demandante, fue sujeto de liquidación 

comercial; esto es, desapareció de la vida comercial y por tanto, 

para COLPENSIONES, no es posible emitir el anhelado cálculo en 

aras de completar las semanas mínimas requeridas para acceder 

al derecho pensional por vejez. 

 

No obstante, en las historias laborales y demás documentos 

allegados al plenario no se evidencia que el actor estuviese 

laborando al servicio del señor PEDRO JOSE MUÑOZ DIAZ o de 

la empresa METALMUÑOZ DE OCCIDENTE LTDA con 

anterioridad al año 2000, como para de dicha situación fáctica 

desprender con mediana lógica que al no presentarse novedad de 

retiro, se entiende que para el periodo enero a marzo de 2000 en 

que no hubo afiliación del trabajador a pensiones por parte del 

empleador, sea COLPENSIONES la entidad llamada a responder 

por no haber activado los mecanismos de recaudo de los aportes 

en mora; pues, se itera, no hubo afiliación por las mencionadas 

12.87 semanas con las que el actor pretende alzar su derecho 

pensional; al menos en el plenario no se halla prueba de ello. 

 

Así las cosas, ante la ausencia de afiliación del actor, por parte 

de su otrora empleador PEDRO JOSE MUÑOZ DÍAZ y en 
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aplicación de la sentencia emanada de la Sala de Casación Laboral 

de la Corte Suprema de Justicia -SL 933-2023-, corresponde al 

empleador omisivo pagar el cálculo actuarial que emita 

COLPENSIONES para el efecto. 

 

Dijo la Corte: 

 

"Debe tenerse presente que las circunstancias de mora patronal y falta 
de afiliación, así como sus consecuencias son diferentes. Mientras que 

la primera surge cuando, existiendo la relación laboral y la afiliación 
oportuna al sistema de pensiones, el empleador dejar de sufragar los 
aportes; en la segunda, se omite el deber de vincular o inscribir al 
trabajador al sistema pensional. Bajo este entendido, cuando se 
presenta mora en el pago de aportes, sin que la administradora 

hubiese ejercido acciones de cobro, los ciclos adeudados deben 
contabilizarse para efectos pensionales, y el empleador tiene que 
cumplir la obligación de cancelar la cotización respectiva con sus 
intereses; si se trata de falta de afiliación, el tiempo servido solo 
podrá convalidarse a través del mecanismo legal del cálculo 

actuarial."  

 

De esta forma, corresponde revocar la decisión de primera instancia 

para ordenar a COLPENSIONES que realice el cálculo actuarial que 

concierna en el caso del demandante por el periodo comprendido entre 

el 11 de enero a 10 de marzo de 2000, mismo que deberá ser 

cancelado por el otrora empleador PEDRO JOSÉ MUÑOZ DIAZ, 

y una vez obtenga el pago del mismo, proceda al reconocimiento 

de la pensión por vejez del actor, en los términos del Acuerdo 049 

de 1990, a partir del 31 de julio de 2007, con 14 mesadas 

anuales, hallándose prescritas las mesadas causadas con 

anterioridad al 27 de noviembre de 2014, pues la reclamación 

administrativa del derecho se realizó el 27 de noviembre de 2017, 

como consta en el expediente digital. 

 

Ahora, en cuanto al pedimento de los intereses moratorios del 

artículo 141 de la Ley 100 de 1993, los mismos no están llamados 

a prosperar, por cuanto es claro para la Sala que la 

ADMINISTRADORA tuvo una razón legal para no reconocer el 



 

15 

derecho pensional, cual fue el no cumplimiento de las semanas 

mínimas exigidas para acceder al derecho, mismas que no se 

alcanzarían sin el respectivo pago del cálculo actuarial, el que, 

conforme a la jurisprudencia atrás citada, opera ante la omisión 

de afiliación por parte del empleador. 

 

Frente a lo referido en líneas que preceden, corresponde en 

consecuencia ordenar la indexación del retroactivo pensional a 

que haya lugar, en atención a que la jurisprudencia de la Sala 

Laboral de la Corte Suprema de Justicia así lo autoriza de manera 

oficiosa, pues en el presente asunto es claro que la referida 

indexación no fue solicitada en la demanda inicial ni discutida en 

primera instancia. 

 

En efecto, en proveído SL3077 de 2022, así lo enseña la citada 

Alta Corporación de Justicia Laboral. 

 

En consecuencia, se condenará a la demandada al pago de la 

indexación a que haya lugar, sobre el retroactivo pensional que 

proceda a favor del demandante, conforme al IPC que certifique 

el DANE al momento efectivo del pago. 

 

Las costas en ambas instancias estarán a cargo de la demandada 

y vencida.  Como agencias en derecho en esta Sede se fija la suma 

de $200.000,oo. 

 

DECISIÓN 
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En mérito de lo expuesto, la Sala Cuarta de Decisión Superior del 

Distrito Judicial de Buga Valle, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: REVOCAR la sentencia No. 180, proferida el 30 de 

septiembre de 2020 por el Juzgado Dieciséis Laboral del Circuito 

de Cali, Valle del Cauca, para en su lugar, CONDENAR a 

COLPENSIONES a realizar el cálculo actuarial que concierna en el 

caso del demandante por el periodo comprendido entre el 11 de enero 

a 10 de marzo de 2000; asimismo, CONDENAR al señor PEDRO 

JOSÉ MUÑOZ DIAZ, a pagar ante COLPENSIONES y a favor del 

demandante, el correspondiente cálculo actuarial. CONDENAR a 

COLPENSIONES a que, una vez obtenga el pago del citado 

cálculo actuarial, proceda al reconocimiento de la pensión por 

vejez del actor, en los términos del Acuerdo 049 de 1990, a partir 

del 31 de julio de 2007, con 14 mesadas anuales, hallándose 

prescritas las mesadas causadas con anterioridad al 27 de 

noviembre de 2014. 

 

 

SEGUNDO: CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA 

DE PENSIONES – COLPENSIONES al pago de la indexación a 

que haya lugar, sobre el retroactivo pensional que proceda a favor 

del demandante, conforme al IPC que certifique el DANE al 

momento efectivo del pago; ABSOLVIENDO de los demás cargos 

incoados en su contra por el actor. 

 

TERCERO: COSTAS en ambas instancias a cargo de la 

demandada y vencida y a favor del actor. Como agencias en 

derecho en segunda instancia se fija la suma de $200.000,oo. 
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CUARTO: REMITASE al Tribunal de origen a efectos de la 

notificación y demás. 

 

Las Magistradas, 

 

MARÍA MATILDE TREJOS AGUILAR 

Ponente 

 

 

MARÍA GIMENA CORENA FONNEGRA 

(EN USO DE PERMISO) 

 

CONSUELO PIEDRAHITA ALZATE 

 

Firmado Por:

Maria Matilde Trejos Aguilar
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